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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 300/2024-3

PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

JEFE DEL DEPARTAMENTO DE REGISTRO Y CERTIFICACIÓN DE LA SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., dos de junio de dos mil veinticinco. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 300/2024-3 promovido por  **********contra actos del Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado;  y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con cinco de marzo de  dos mil veinticuatro, compareció ********** señalando como autoridad demandada al Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; por la nulidad de los siguientes actos: 
El oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, notificada en esa misma fecha. 
II.- Por auto de fecha cinco de abril de dos mil veinticuatro, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro,  se tuvo a la autoridad demandada  por contestando la demanda instaurada en su contra; se admitieron las pruebas de las partes y se fijó  fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Con fecha diez de julio de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se hace constar que no se formularon alegatos por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el presente caso le resulta competencia para conocer del presente juicio, ya que se trata de una controversia de naturaleza fiscal suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el acto impugnado, visible en fojas 31 a la 34  de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quedó acreditada a través de la copia certificada del nombramiento que fue exhibido en este juicio, que obra en fojas 54 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, conforme lo señalado en el escrito inicial de demanda se hace consistir en la legalidad o ilegalidad  de la resolución contenida en el Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, emitido por Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; mediante el cual le informan  en la parte que interesa lo siguiente: que en relación a la solicitud de ampliación de domicilio ubicado en (…), para los siguientes programas educativos: Licenciatura en Medicina General **********) y Licenciatura en Gastronomía (**********; respecto a la justificación que presento, se determina improcedente, por exceder a la distancia de un Kilómetro que permite el artículo 34 fracción I del Acuerdo número 17/11/17 por el que se establecen los tramites y procedimientos relacionados con el reconocimiento de validez oficial de estudios del tipo superior.
Acto el cual fue exhibido por la parte accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Documental que tiene valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”
En ese tenor, que advierte que la demandada el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, en representación de la demandada, al producir su contestación de demanda, opuso la causal de improcedencia y sobreseimiento previstas por los artículos 228 fracción VI y IX, 229 fracciones II y VIII,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que basa en que el presente juicio fue materia  del Juicio de Amparo **********  tramitado en el Juzgado Sexto de Distrito en el Estado.

A ese respecto debe decirse que resulta improcedente su causal, ello en razón de que se advierte del texto de  la copia certificada del amparo  en cuestión aportada por el actor,  la cual consta en fojas 91 a la 101 de este sumario, que el Juzgado  Sexto de Distrito en el Estado, conoció como  acto reclamado el oficio materia de este proceso contencioso; y amparo y protegió al hoy actor como quejoso, de dicho acto, pues se estimó que no expreso fundamento alguno, y ordeno como efecto del Amparo, que las responsables  dictaran un nuevo oficio fundado y motivado, el cual es el nuevo acto que se analiza en este juicio contencioso, razón por lo cual no puede considerarse que se trate del mismo acto, ya que el motivo de este juicio trata sobre el estudio de la fundamentación y motivación del mismo, ordenada por la autoridad federal.
Asimismo dicha autoridad demandada opuso las excepciones de Carencia de acción y Derecho respecto de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado e improcedencia de la acción. En cuanto a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 a la 17 de este sumario,  argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan.
Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En ese orden de ideas, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, se estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional Federal, es obligación de analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el oficio impugnado; visible en fojas 31 de este sumario, que es controvertida por el actor en concepto de impugnación, ya que es un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por ser de orden público, por lo cual su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto; conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad.”

Y sobre la facultad de analizar oficiosamente la competencia de la autoridad emisora del acto o resolución; deviene, de la Jurisprudencia de la Novena Época,  Registro: 174777,  Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXIV, Julio de 2006,  Materia(s): Administrativa,  Tesis: 2a./J. 99/2006,  que dispone: 

“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), establece que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada, así como la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. En esa virtud, se concluye que el Tribunal citado debe, en todos los casos, examinar esos aspectos y declarar que la resolución no adolece de alguno de ellos, lo cual no requiere de consideraciones exhaustivas, o bien, que en el caso se surte la causal de nulidad correspondiente, expresando, entonces sí, de manera fundada y motivada, las consideraciones que den sustento a su decisión.”

[Énfasis añadido]
Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, localizable de acuerdo con los datos siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que dice: 

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad.”

Así las cosas, se procede a examinar la competencia del Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; que emito Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, la cual se estudia en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento,  transcribiéndose en forma medular para un mejor análisis el primer concepto de impugnación donde se hace valer  la incompetencia.
Concepto de impugnación, que en la parte que interesa refiere lo siguiente:

“…c) No señala  el precepto legal en que se funda su competencia, toda vez que se limita a invocar el articulo 10 fracción I inciso d) y fracción XVI del Reglamento Interior de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado, que a la letra dice (…).”
“Como puede verse (…), pero no se dice cuáles son las atribuciones que le corresponden a cada una de ellas…”

“Por tanto, no queda claro cuál es la esfera de atribuciones de la demandada por no tener un fundamento claro y preciso, además de que la fracción XVI  del artículo 10 del Reglamento Interior en comento no muestra una vinculación con el tema que nos ocupa…”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta infundado.

Ello es así, siendo que del análisis del texto del Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, en cita, se advierte que la autoridad emisora no carece de competencia y legitimación, así como no fue omisa en hacer constar en el mismo su competencia material, ya que en ella señaló el precepto normativo que le otorgan sus facultades, resultando conveniente la transcripción de las que resultan aplicables, siendo el artículo 10 fracción I, inciso del Reglamento Interior de la Secretaría De Educación del Estado de San Luis Potosí,  que refieren: 

“Artículo 10. La Dirección de Planeación y Evaluación contará con las siguientes Unidades Administrativas: 

I. Coordinación General de Planeación 

a. Departamento de Planeación y Desarrollo de Proyectos 

b. Departamento de Programación y Presupuesto 

c. Departamento de Estadística y Sistemas de Información 

d. Departamento de Registro y Certificación 

II. Coordinación de Evaluación y Seguimiento 
Para el despacho de los siguientes asuntos: 

I. Proponer en términos de la Ley de Planeación, de la Ley General de Educación, de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, del Plan Nacional de Desarrollo y del Programa Nacional de Educación, el apartado educativo del Plan Estatal de Desarrollo y el Programa Estatal de Desarrollo Educativo, así como los programas regionales y especiales; además de las actualizaciones y adecuaciones pertinentes; 

II. Coordinar la elaboración de los programas anuales de la Secretaría, en conjunto con las áreas educativas, administrativos y de apoyo, de conformidad con los lineamientos establecidos por la autoridad competente y de las políticas que determine la Secretaría; 

III. Coordinar, operar y actualizar los sistemas de información para la planeación y programación del sistema educativo, así como integrar y publicar las estadísticas resultantes como apoyo para la toma de decisiones; 

IV. Elaborar, publicar y difundir los indicadores educativos más importantes para la toma de decisiones; 

V. Organizar, dirigir y operar el proceso de distribución del calendario escolar de cada ciclo lectivo autorizado por la Secretaría de Educación Pública; 

VI. Vigilar la aplicación de la normatividad establecida para la autorización y reconocimiento de estudios en planteles particulares, así como para la revalidación y equivalencia de estudios; además de proponer las adecuaciones pertinentes; 

VII. Coordinar la supervisión de la aplicación de los planes y programas de estudio en las escuelas particulares incorporadas o con reconocimiento de validez oficial de estudios; 

VIII. Dirigir, analizar y validar la elaboración de los informes de labores y de gobierno, así como formular los proyectos, estudios, dictámenes y opiniones que solicite la superioridad; 

IX. Difundir los lineamientos generales para la elaboración del programa presupuesto, validarlo y someterlo a la consideración del Secretario; 

X. Participar en Coordinación con los Organismos Descentralizados, en la formulación del programa presupuesto de conformidad con los lineamientos emitidos por la Secretaría de Planeación del Desarrollo y la Secretaría de Educación Pública. 

XI. Integrar el programa de inversiones del sector educativo; 

XII. Definir y validar conjuntamente con las demás direcciones de área de la Secretaría, las metas anuales de los diversos programas, subprogramas y proyectos en operación; 

XIII. Autorizar previo análisis, las modificaciones programático-presupuestales que soliciten las unidades administrativas; 

XIV. Supervisar, registrar y dar seguimiento a las metas y presupuesto de los diversos programas que opera la Secretaría; 

XV. Evaluar de manera sistemática y continua los planes y programas de estudio, libros de texto y apoyos bibliográficos destinados a la educación básica y normal autorizados por la Secretaría de Educación Pública; 

XVI. Evaluar la calidad de los servicios educativos que se ofrecen en el Estado por nivel educativo; 

XVII. Controlar y llevar el registro de los planes y programas de estudio aprobados para cada nivel educativo por la Secretaría de Educación Pública, para la educación básica y normal y de los que sean competencia de la Secretaría; 

XVIII. Elaborar informes técnicos de las evaluaciones del proceso educativo en los diferentes niveles, que permitan plantear al Gobierno del Estado la reorientación de sus políticas; 

XIX. Diseñar y desarrollar en coordinación con las unidades administrativas correspondientes, instrumentos de medición, supervisión y evaluación, a fin de obtener los parámetros que permitan determinar el rendimiento por educando, por educando, por materia, grado y nivel educativo, así como el desempeño docente; 

XX. Evaluar en coordinación con las unidades administrativas correspondientes, los aspectos cualitativos y cuantitativos del proceso de enseñanza-aprendizaje. 

XXI. Coordinar y difundir las normas para el registro, acreditación y certificación de los conocimientos y aptitudes adquiridos a través del sistema educativo, en coordinación con las unidades administrativas competentes y verificar su cumplimiento; 

XXII. Validar, acreditar y certificar, en coordinación con las unidades administrativas, órganos y dependencias correspondientes, los conocimientos y aptitudes adquiridos a través del sistema educativo, expidiendo en su caso, los certificados, títulos o grados que procedan; 

XXIII. Coadyuvar en la administración, conforme a las normas aprobadas, con la participación de las unidades administrativas correspondientes, de las becas en efectivo otorgadas por la Secretaría y las que se concedan a los escolares para realizar estudios en instituciones particulares, sin perjuicio de aquéllas que este Reglamento o el Titular de la Secretaría de Educación determinen sean administradas por otras unidades de la propia dependencia; 

XXIV. Evaluar los lineamientos establecidos para el otorgamiento de becas, así como los resultados obtenidos y proponer las modalidades que se estimen procedentes a los mecanismos que regulen dicho otorgamiento; 

XXV. Planear, administrar y operar los programas federales de apoyo social para el otorgamiento de becas y financiamiento de acuerdo a las reglas de operación e indicadores de gestión y evaluación; 

XXVI. Dirigir, expedir, difundir y verificar el cumplimiento de las normas aplicables para regular las relaciones entre la Secretaría y los particulares que impartan estudios con autorización o reconocimiento de validez oficial de dicha dependencia; 

XXVII. Fomentar la regularización de planteles no incorporados a la Secretaría, que impartan educación sin reconocimiento de validez oficial; 

XXVIII. Proponer y vigilar la aplicación de los lineamientos generales para la asignación de becas por parte de los planteles particulares, con autorización de reconocimiento de validez oficial de estudios; 

XXIX. Planear, organizar, dirigir y supervisar, las actividades de control escolar, revalidación y equivalencia de estudios de los sistemas abiertos de la entidad, conforme a las disposiciones legales aplicables; 

XXX. Coordinar acciones con la Unidad de Asuntos Jurídicos para imponer las sanciones a que se refiere la Ley General de Educación y la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, a quienes violen las disposiciones que normen la educación a cargo de particulares; 

XXXI. Integrar los informes de evaluación y seguimiento: 

XXXII. Coordinar y operar los procesos que permitan detectar las necesidades de escuelas de nueva creación y de recursos humanos, para los proyectos educativos de la entidad; 

XXXIII. Autorizar los centros educativos de nueva creación y asignar la clave de centro de trabajo correspondiente; 

XXXIV. Dictaminar y avalar sobre bajas y clausuras de escuelas transferidas de servicios educativos, fusiones de grupos, cambio de talleres, tecnologías y demás incidencias que repercutan en la operatividad de las escuelas; 

XXXV. Brindar las asesorías, técnicas que en materia de planeación – programación – presupuestación y evaluación requieran las demás áreas de la Secretaría; 

XXXVI. Comunicar a las áreas de la Secretaría los presupuestos autorizados de cada uno de los proyectos que estén bajo su responsabilidad; 

XXXVII. Coordinar la integración y actualización de los catálogos básicos de acuerdo a la normatividad vigente; 

XXXVIII. Controlar, acopiar y procesar la información correspondiente al Sistema de Bibliotecas del Estado; 

XXXIX. Facilitar el acceso de los niños migrantes al sistema educativo nacional y a las instituciones educativas de los Estados Unidos de América; 

XL. Coadyuvar con la Secretaría de Gobernación la emisión de la Cédula Única de Registro de Población (CURP); 

XLI. Vigilar el cumplimiento de los planes y programas de estudio de preparatoria abierta; 

XLII. Dar atención a los centros de asesoría de preparatoria abierta; 

XLIII. Revisar y evaluar los exámenes de preparatoria abierta; 

XLIV. Registrar, controlar y evaluar los exámenes de preparatoria abierta; 

XLV. Coordinar las Comisiones Estatales para la Planeación de la Educación Media Superior y Superior 

XLVI. Impulsar y coordinar, conjuntamente con las unidades administrativas, el establecimiento de sistemas de calidad dentro de la Secretaría; 

XLVII. Promover la creación de un Comité Permanente de Aseguramiento de Calidad, así como Comités Escolares de Aseguramiento de Calidad 

XLVIII. Determinar conjuntamente con las unidades administrativas, los objetivos de calidad para el desarrollo de los procesos técnico – pedagógicos y técnico – administrativos; 

XLIX. Establecer las políticas, reglas y normas para el establecimiento de sistemas de calidad 

L. Orientar a las unidades administrativas en la aplicación de las normas de los procesos de calidad para establecer, documentar, implementar y mantener sistemas de gestión de la calidad y su aplicación a través de su organización; 

LI. Apoyar y orientar a las unidades administrativas para establecer los mecanismos necesarios para identificar las necesidades de los usuarios de la Secretaría y desarrollar normas de atención y satisfacción; 

LII. Establecer procedimientos para llevar a cabo auditorías de calidad; 

LIII. Elaborar el presupuesto para implementar los procesos correspondientes a los sistemas de calidad en las unidades administrativas; 

LIV. Apoyar el Consejo de Participación Social en los programas de Escuelas de Calidad; 

LV. Planear, organizar y promover en coordinación con la Dirección de Administración la certificación del personal de la Secretaría en competencias laborales y habilidades básicas; y 

LVI. Las demás que señalen las leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y manuales, así como aquellos que le confiera la superioridad. “
Normatividad de la que se obtiene que la autoridad demandada es competente para emitir el oficio de motivo de esta controversia, siendo que en el que se contiene el otorgamiento de la legitimación a la demandada para dar respuesta al escrito que le fue dirigido por la hoy actora, en cuanto a la solicitud que le presentada por el hoy actor, de fecha ocho de junio de dos mil veintitrés.
En ese sentido se tiene que el Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, tiene competencia y legitimación para emitir el acto que en este juicio se impugna, misma que se encuentra establecida en las disposiciones legales que se señalan en el propio acto en el último párrafo, ya que dicha autoridad  es señalada como una unidad administrativa de la  Dirección de Planeación y Evaluación contará con las siguientes Unidades Administrativas para  el despacho de los asuntos que se establecen en el artículo 10 fracción I, inciso del Reglamento Interior de la Secretaría De Educación del Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, los conceptos impugnados en estudio son infundados porque el Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, que emito el oficio en análisis, asentó con puntualidad las disposiciones legales específicas que le incorporan en su ámbito competencial, la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones; e invoca como fundamento de la competencia el artículo 10 fracción I, inciso del Reglamento Interior de la Secretaría de Educación del Estado de San Luis Potosí, que prevé su legitimación, los cuales  son  fundamentos o afirmaciones cuya constatación resulta evidente, y de la que se pueden desprender y entenderse con facilidad mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica.  
Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia, Época: Décima Época,  Registro: 2021656,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,  Libro 75, Febrero de 2020, Tomo III,  Materia(s): Constitucional, Administrativa, Común,  Tesis: XXIII.1o. J/1 A (10a.), Página: 2147 que dice:  

“FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 115/2005. Si bien es cierto que en la jurisprudencia citada, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que para cumplir con el principio de fundamentación previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que la autoridad administrativa precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, para lo cual debe citar, en su caso, el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente y, si el ordenamiento no lo contiene y se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; así como que esa exigencia tiene como propósito que el particular afectado tenga el conocimiento y la certeza de que la autoridad que invade su esfera de derechos lo hace con apoyo en una norma jurídica que le faculta para obrar en ese sentido y, a la vez, que puede cuestionar esa atribución o la forma en que se ejerció, también lo es que dicha obligación no constituye un dogma que obligue a las autoridades a exponer en sus actos, fundamentos o afirmaciones cuya constatación resulte evidente, y puedan entenderse con facilidad mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. Amparo directo 789/2017. 23 de enero de 2019.(…).”

 “Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SEPTIMO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo del único concepto de impugnación que hace valer  el actor el cual se analiza en forma concatenada con las manifestaciones vertidas por las partes y con las probanzas  que fueron ofrecidas en este juicio. 

Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:
“…Dispone el artículo 16 Constitucional, en su párrafo primero, lo siguiente: (…).”

“…Por su parte, los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, disponen lo siguiente: (…).”

“…De las disposiciones anteriores se desprende que un acto administrativo es nulo, de conformidad con lo que dispone el artículo 167 del Código Procesal (…).”
“…Estos conceptos de fundamentación y motivación han sido materia de diversos pronunciamientos jurisprudenciales: (…).”

“…Como puede verse, existe todo un marco normativo imperioso de atender que ha sido desoído en el acto que se impugna. 

“La autoridad demandada: 
a) No señala en su oficio cuya nulidad se demanda el lugar donde se encuentra el expediente del cual emana y que da sustento administrativo al acto materia de este juicio (violación 165 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado).
b) No señala los medios de defensa que pueden hacerse vale en contra del oficio que se reclama (violación al artículo 165 fracción VI del Código Procesal Administrativo).”

Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados e  inoperantes por insuficientes.

Toda vez que es inexacta la argumentación que hace en cuanto a la violación del artículo 165 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado,  en el Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, por la falta del lugar donde se encuentra el expediente del cual emana y que da sustento administrativo al acto materia de este juicio.
Lo anterior es así, ya que si bien se advierte del contenido del oficio en análisis que no se hace constar en su texto algún número de expediente donde  haya quedado registrado  el trámite de la solicitud  del hoy actor ante la autoridad demandada, también lo es, que la ausencia del número del expediente del trámite de que se duele, no constituye un dato que pudiera generarle un perjuicio en su solicitud o bien que le ocasione una afectación  en su persona o en la petición que realizado, a virtud de que no se trata de una actuación y/o diligencia iniciada por parte de la autoridad, sino que advierte fue una solicitud efectuada por parte del hoy accionante, por lo que la  ausencia de ese número de registro, no implica que se hayan desatendido los argumentos de su petición infringiendo el principio de congruencia y exhaustividad que debe contener todo acto o resolución administrativa, lo que no vulnera los derechos humanos de audiencia, legalidad  y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 , 16 y 17 de la Constitución Federal e incumple con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 y 165 del Código Procesal Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a continuación se transcriben:
“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo: 
 I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar; III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; V. Estar fundado y motivado; VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”
“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo: 
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;  II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;  III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas; IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;  V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.  

“Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.”
Por otra parte resulta fundado pero inoperante, lo aseverado por el demandante, en este concepto que se analiza, en cuanto dice respecto de que existe violación al artículo 165 fracción VI del Código Procesal Administrativo, en el oficio impugnado, ya que no señala los medios de defensa que pueden hacerse valer en contra del oficio que se reclama.
Lo anterior es así, a virtud de que si bien es cierto que la autoridad demandada omitió señalar los medios de defensas que procedían en contra de la resolución que emitió en caso de inconformidad, dentro de la respuesta que  dio a la solicitud del hoy actor en el oficio que se combate, conforme lo dispone el artículo 130 del Código Procesal Administrativo del estado de San Luis Potosí,  que dice:

Artículo 130. Los interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que pongan fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, podrán a su elección interponer el recurso de revisión previsto por este Código o intentar el juicio de nulidad ante el Tribunal.

Lo es también que dicho argumento se torna inoperante, para que la demandada modifique el sentido de la resolución impugnada, ya que dicha circunstancia, no modificaría los términos en que la dicto su respuesta de  en el Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, pues  prevalecería la determinación de la improcedencia a su petición, por exceder a la distancia de un Kilómetro que permite el artículo 34 fracción I del Acuerdo número 17/11/17 por el que se establecen los tramites y procedimientos relacionados con el reconocimiento de validez oficial de estudios del tipo superior.

Aunado a lo anterior, que se desprende que la finalidad de señalar al  particular los medios de defensa o ante que autoridad puede ocurrir en contra de las resoluciones dictadas por las autoridades dentro de un procedimiento, recurso o la resolución dictada a una solicitud, es no dejar en estado de indefensión al gobernado para hacer valer sus derechos y defensas ante el Tribunal competente que pueda conocer de dicha controversia, lo cual no es el caso que nos ocupa, ya que el hoy  promovente, compareció ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a impugnar el Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024,  emitido por Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; el cual es materia del proceso contencioso que se analiza en el expediente en que se actúa,  lo que género que hiciera uso del derecho consagrado de audiencia y legalidad de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, y atendiera lo dispuesto por el articulo 130 del Código Procesal Administrativo del estado de San Luis Potosí.  
Teniendo aplicación la siguiente tesis de Jurisprudencia, con No. Registro: 218,729, Materia(s): Común, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 56, Agosto de 1992, Tesis: II.3o. J/17, Página: 45, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION FUNDADOS PERO INOPERANTES. Si del análisis que en el juicio de amparo se hace de un concepto de violación se concluye que es fundado, pero si por diversas razones que ven al fondo de la cuestión omitida el mismo resulta ineficaz para resolver el asunto en favor de los intereses del quejoso, el concepto aun cuando es fundado debe declararse inoperante; consecuentemente, por economía procesal procede negar la protección constitucional en lugar de concederse para efectos, es decir, para que la responsable reparando la violación haga el estudio de lo omitido, lo cual a nada práctico conduciría, pues no obstante cumplir con ello, la misma autoridad o bien el Tribunal Colegiado respectivo en un amparo diverso promovido en su oportunidad, tendría que resolver el negocio en contra de los intereses del solicitante de garantías; por lo tanto, es innecesario esperar otra ocasión para resolverlo negativamente.” 
Asimismo se advierte que resulta infundado, inoperante por insuficiente, el concepto de impugnación que hace valer la parte actora, que refiere en cuanto a la falta de fundamentación y motivación del acto impugnado, que sustenta en diversas Tesis de Jurisprudencia. 
Ya que se advierte que no formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos del acto que impugna, lo que hace inoperante los conceptos de impugnación del acto que impugna, pues con el señalamiento que hace respecto de que; carece de fundamentación y motivación por parte de las autoridades demandadas, basándose en la cita del artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y en las tesis que cita, son afirmaciones los cuales no tienen dato alguno que refieran al derecho que dice le fue vulnerando; ya que no es suficiente para resolver en cuanto a ello, dado que los argumentos que refiere, no son la relación razonada que ha de establecerse entre el acto emitido por la autoridad demandada y los derechos fundamentales que se estimen violados, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos.

Así mismo se advierte que el actor no combate la parte medular  del Oficio impugnado, que determina la improcedencia de su solicitud, características que deben de reunir los conceptos de impugnación para que puedan ser materia de estudio, en tanto que los que aquí argumentan, son meras expresiones de carácter unilateral de que se encuentra indebidamente fundado y motivado, que no combaten el acto impugnado.

A mayor abundamiento cabe señalar, que en el caso que nos ocupa el actor se limitó a realizar meras afirmaciones de que el acto reclamado es ilegal, señalando la falta de fundamentación y motivación, en la misma, sin sustento alguno, dado que el promovente es omiso por completo de esgrimir conceptos de impugnación y medios probatorios que sean tendientes a demostrar que el recibo de pago fue emitido contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal, así mismo tampoco señala argumento alguno tendiente a combatir los razonamientos legales y los conceptos  que la autoridad invocó como sustento para emitir la improcedencia a su solicitud, por lo que dichos argumentos son inoperantes, ya que el actor debe fundar los motivos de impugnación, precisando porqué considera que dicho acto no está fundado ni motivado.

Tiene aplicación la tesis aislada  de la Quinta Época,  Registro: 347600, Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  XC, Materia(s): Común, Tesis: Página: 2589 que refiere: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION DEFICIENTES. No basta, para proceder al estudio de los conceptos de violación, la declaratoria general de que no se estudiaron los agravios hechos valer en segunda instancia, o bien, que no se fundó ni motivó el acto reclamado, sino que en uno y en otro casos, el quejoso debe fundar los motivos de impugnación, precisando en qué hace consistir la falta de análisis de los agravios, así como porqué considera que la sentencia no está fundada ni motivada.”

[Énfasis añadido]
Y el criterio de la Época: Octava Época,  Registro: 228171, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 201, que dice:  

“CONCEPTO DE VIOLACION INOPERANTE POR INSUFICIENTE, CUANDO NO SE EXPRESAN ARGUMENTOS LOGICO-JURIDICOS. La sala responsable no viola garantías en perjuicio de la peticionaria, cuando ésta no expresa en el concepto de violación argumentos lógico-jurídicos en contra de las consideraciones de aquélla, sin combatir el razonamiento respecto de la fundamentación de las causales de anulación alegadas por la actora, pues la quejosa solamente señala que la existencia de tales violaciones al procedimiento, tácitamente reconocidas por la responsable, le causan agravios, resultando con ello el concepto de violación inoperante por insuficiente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.”

[Énfasis añadido]
De la Novena Época, Registro: 176045, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: I.11o.C. J/5, Página: 1600, que señala: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes.-DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

[Énfasis añadido]
Criterio de la Novena Época, con número de Registro: 191370, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/21, Página: 1051 que señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO. Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo.”

[Énfasis añadido]
Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época,  Registro: 177666,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXII, Agosto de 2005,  Materia(s): Común,  Tesis: XVII.1o.C.T. J/5,  Página: 1565, que dice: 
“CONCEPTO DE VIOLACIÓN. NO LO CONSTITUYE LA SOLA CITA DE TESIS O JURISPRUDENCIA. Si la parte quejosa se limita a invocar o transcribir tesis o jurisprudencia, ello hace que esa sola cita no pueda considerarse como verdadero concepto de violación, pues para que ello fuera así, es menester expresar el razonamiento que permita establecer que el criterio que las mismas contienen cobra plena aplicación en el caso concreto y que, por ello, deben ser tomadas en consideración para resolver en la manera en que lo pretende aquélla; de ahí que su sola invocación o transcripción no constituye propiamente un concepto de violación.

En ese tenor, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte actora para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta resolución.  

En esa tesitura, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en: la resolución contenida en el Oficio ********** de fecha 19 de enero de 2024, emitida por Jefe del Departamento de Registro y Certificación de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta resolución.  

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 248, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta sentencia.  

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

	Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-




Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

